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Carta de fecha 29 de marzo de 2001 dirigida al Secretario
General por el Representante Permanente de Turquía ante
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Tengo el honor de transmitirle con la presente carta de fecha 29 de marzo de
2001, dirigida a usted por el Excmo. Sr. Aytuğ Plümer, Representante de la Repúbli-
ca Turca de Chipre Septentrional (véase el anexo).

Le agradecería que hiciera distribuir la presente carta y su anexo como
documento de la Asamblea General, en relación con el tema 64, y del Consejo de
Seguridad.

(Firmado) Umit Pamir
Embajador

Representante Permanente
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Anexo a la carta de fecha 29 de marzo de 2001 dirigida al
Secretario General por el Representante Permanente de
Turquía ante las Naciones Unidas

Le escribo en relación con las cuestiones suscitadas en la carta de 14 de febre-
ro de 2001 dirigida a usted por el representante grecochipriota ante las Naciones
Unidas (A/55/784-S/2001/136).

Si bien la necesidad de obtener el consentimiento de ambas partes con respecto
a la Fuerza de las Naciones Unidas para el Mantenimiento de la Paz en Chipre
(UNFICYP) se ha tratado con todo detalle en otra carta que le estoy dirigiendo, de-
searía en primer lugar abordar el tema aquí, a fin de que quede registrada la posición
de mi Gobierno.

Desearía recordar que, hasta junio de 2000, el Consejo de Seguridad había
buscado y registrado de una u otra forma el consentimiento de ambas partes, lo cual
coincidía con el principio de las Naciones Unidas de que el mantenimiento de la paz
en cualquier zona del mundo se realiza con el consentimiento de las partes implica-
das. Este principio de las Naciones Unidas fue afirmado recientemente por la ante-
rior jefa de misión de la UNFICYP, Sra. Ann Hercus, durante su conferencia de
prensa del 14 de abril de 1999 en el Hotel Ledra Palace de la zona tapón controlada
por las Naciones Unidas en Chipre:

�Estamos aquí por el consentimiento de las partes. El día que este con-
sentimiento se retire o desaparezca, el personal de mantenimiento de la paz de
las Naciones Unidas hará su equipaje y volverá a casa. El consentimiento y la
cooperación de las partes en un conflicto son indispensables para que el perso-
nal de mantenimiento de la paz desempeñe su papel. Dicho personal puede
ayudar a las partes del conflicto a conseguir la cesación del fuego o a un
acuerdo subsiguiente. Pero una operación de mantenimiento de la paz no puede
realizar ese cometido sin que haya consentimiento general, que es la base de su
presencia aquí.�

Por otra parte, el Grupo de alto nivel sobre las operaciones de paz de las Na-
ciones Unidas, que se reunió en marzo de 2000 bajo sus auspicios, a fin de realizar
un estudio pormenorizado sobre las actividades de las Naciones Unidas relacionadas
con la paz y la seguridad, llegó a las siguientes conclusiones como principios orien-
tadores de las operaciones de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas:

�El Grupo está de acuerdo en que el consentimiento de las partes locales,
la imparcialidad y el uso de la fuerza sólo en legítima defensa deben ser los
principios básicos del mantenimiento de la paz.�

(Conclusiones del informe Brahimi tal como figuran en su carta
 de 21 de agosto de 2000, A/55/305-S/2000/809)

En cuanto a las afirmaciones grecochipriotas que figuran en los Tratados de
Garantía y de Alianza de 1960, deseo recordar que no es esta la primera vez que la
administración grecochipriota, que, desde diciembre de 1963, ha usurpado todos los
poderes y funciones del Gobierno binacional de Chipre, ha puesto en duda la validez
de los Tratados en los que se establecía y garantizaba la situación reinante en la isla,
es decir: la asociación de dos partes políticamente iguales, la no dominación de una
sobre la otra, la participación efectiva en el gobierno y la completa autonomía en los
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asuntos comunitarios, al mismo tiempo que se restringía la independencia de la isla
a fin de proteger la estructura de asociación de la institución.

La actual administración grecochipriota no es la República binacional que se
preveía en los Tratados y no está regida por los artículos básicos de la Constitución
de 1960. Estos artículos básicos, incorporados al Acuerdo de Zurich, no podían, en
virtud del artículo 182 de la Constitución, ser enmendados en modo alguno mediante
modificación, adición o revocación. No se trataba simplemente de una cuestión de
derecho constitucional nacional, ya que los propios Tratados elevaron la cuestión al
ámbito del derecho internacional. Tal vez baste con referirse aquí al informe de 1987
de la Comisión especial de la Cámara de los Comunes británica, en el que se afir-
maba lo siguiente:

�Aun cuando el Gobierno grecochipriota había afirmado estar tratando
solamente de aplicar la Constitución de 1960, modificada en la medida que
exigían las necesidades de la situación, en esta afirmación se ignora el hecho
de que, tanto antes como después de los acontecimientos de diciembre de
1963, el Gobierno del Arzobispo Makarios continuaba defendiendo la causa de
la enosis y persiguiendo activamente la enmienda de la Constitución y de los
correspondientes Tratados para facilitar este último objetivo. En febrero de
1964, por ejemplo, el Arzobispo Makarios declaró que �Los acuerdos habían
sido revocados y enterrados�.�

A partir de diciembre de 1963, los pistoleros y la policía grecochipriota, bajo
el mando del Ministro del Interior, expulsaron a los turcochipriotas de sus hogares y
puestos, ya que el Arzobispo Makarios declaró que él ya no reconocía el puesto de
Vicepresidente turcochipriota y ofrecía derechos de minoría a los turcochipriotas, al
mismo tiempo que afirmaba ser el �Gobierno de Chipre� haciendo caso omiso de la
Constitución, la situación creada por los Acuerdos de 1960 y la razón de ser de los
propios Acuerdos.

Hay que recordar que el 20 de julio de 1974, Turquía inició la acción militar de
conformidad con el artículo IV del Tratado de Garantía. En esos momentos, el �go-
bierno� golpista del Sr. Nicos Sampson, que tomó el poder después de que el Arzo-
bispo Makarios se exiliara, no era más que un gobierno títere que actuaba bajo las
instrucciones de Grecia, dispuesto a ordenar el final de cualquier vestigio de inde-
pendencia de la isla y a cederla a Grecia. El propio Sr. Sampson admitió que estaba
a punto de proclamar la enosis (unión con Grecia), cuando tuvo que dimitir (Correo
de Chipre, 17 de julio de 1975). Según la prensa extranjera, había 20.000 militares
griegos en la isla en el momento del golpe, preparándose para realizar la unión de la
isla con Grecia. Esta fuerza había sido introducida en Chipre, primero clandestina-
mente, y después abiertamente, por el Arzobispo Makarios durante los años 1963 y
1964, en preparación de la enosis cuando llegara el momento oportuno.

La posición de Turquía durante los debates críticos que se celebraron en el
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas desde 1964 a 1974, fue que el Trata-
do de Garantía es válido y tiene que ser respetado según la doctrina de pacta sunt
servanda y de que éste daba a las potencias garantes el derecho a tomar medidas
militares, solas o conjuntamente, después de haber cumplido el requisito de las con-
sultas exigido en el propio Tratado. El Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas
no emitió ningún juicio sobre la posición grecochipriota sobre la cuestión, pero ha-
biéndose referido a la expresión de su resolución 353 (1974) de 20 de julio de 1974,
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�en virtud de acuerdos internacionales�, el Consejo reforzó el argumento de la vali-
dez de los instrumentos internacionales, especialmente del Tratado de Garantía.

La interpretación del artículo IV del Tratado no debería crear dificultad si se
tiene debidamente en cuenta la reciente historia de Chipre y las intenciones de las
partes. Chipre obtuvo su independencia después de un sangriento conflicto que no se
debió a la lucha por la independencia. Esta lucha se caracterizó por graves conflictos
comunitarios. Cada una de las comunidades nacionales tenía aspiraciones diferentes.
El objetivo de los grecochipriotas era su unión con Grecia (enosis), que equivaldría
a que los turcochipriotas cambiaran de amos coloniales. La concesión de la indepen-
dencia en 1960 constituyó un acuerdo concertado entre las partes interesadas. Re-
sultaba por lo tanto necesario contar con fuertes garantías a fin de proteger la situa-
ción establecida por los acuerdos de Zurich y Londres y la Constitución de Chipre
de 1960, así como que se prohibiera efectivamente la unión de Chipre con otro esta-
do. Estas consideraciones básicas sugieren que, al redactar el artículo IV, los Estados
garantes se proponían defender el derecho a recurrir a tomar medidas milita-
res siempre que se viera amenazada, desde dentro o desde fuera, la situación creada
por los Acuerdos. Por otra parte, como no siempre sería posible la acción común o
concertada, se dio a cada uno de los Estados garantes el derecho a actuar de forma
unilateral.

Es evidente que, antes de la intervención turca de 1974, se cumplieron todos
los requisitos de procedimiento. A raíz del golpe de Sampson, los Gobiernos británi-
co y turco celebraron consultas en Londres los días 17 y 18 de julio; el Secretario de
Relaciones Exteriores y del Commonwealth, Sr. James Callaghan, se reunió con el
Primer Ministro turco, Sr. Bülent Ecevit, para examinar las medidas que debían de
adoptarse después del golpe. El Gobierno de Grecia no asistió a estas conversacio-
nes,  a pesar de haber sido invitado. Según el Ministerio de Relaciones Exteriores y
del Commonwealth, las consultas fracasaron, pero era evidente que Gran Bretaña no
estaba dispuesta a intervenir conjuntamente con Turquía como potencia garante y
estaba asimismo claro que reconocía la posibilidad de que Turquía interviniera mi-
litarmente. Gran Bretaña y Turquía, cumplieron así con la obligación de celebrar
consultas (informe de 1987 de la Comisión especial de la Cámara de los Comunes
sobre Chipre, pág. vii, secc. 9 y pág. viii, secc. 12).

En el artículo IV del Tratado de Garantía se menciona un �derecho a tomar
medidas�. Es cierto que la palabra �militares� no fue utilizada como calificativo de
la palabra �medidas�, y esto ha hecho que algunos autores opinen que el artículo IV
no sanciona la intervención militar sino que autoriza solamente la intercesión, como
podrían ser las representaciones diplomáticas y las contramedidas económicas. De
hecho, en el primer párrafo se prevé la celebración de consultas �con respecto a las
representaciones o medidas necesarias para garantizar el cumplimiento� de las dis-
posiciones que se hayan contravenido. En el segundo párrafo del artículo en cues-
tión, en el que se prevé la acción concertada o el derecho de cualquiera de las poten-
cias garantes a tomar medidas, utiliza unos términos más contundentes que el primer
párrafo. Si se tratara de limitar el significado de la palabra �medidas� a cualesquiera
distintas de las militares, les habría sido fácil a los redactores expresarlo así, o utili-
zar unas palabras menos contundentes. De hecho, es evidente que se dejó al buen
criterio de las potencias garantes, o de una de ellas, el decidir qué medidas adoptar.
En caso contrario, el segundo párrafo sería letra muerta, que no cumpliría el propó-
sito para el que estaba destinado.
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No hay que olvidar que desde 1963 a 1974 Turquía y Gran Bretaña, en muchas
ocasiones, tanto en el curso de debates del Consejo de Seguridad como directamen-
te, pidieron repetidas veces al �gobierno de Makarios�, sin ningún efecto, que dejara
de violar los artículos básicos, así como los derechos de los turcochipriotas. El golpe
militar griego fue una nueva e importante medida militar que tenía que dar lugar a
una contramedida efectiva.

Teniendo en cuenta el hecho de que el principal objeto y finalidad del Acuerdo
de 1960 era solucionar un problema, que estaba cargado del posible peligro de una
guerra turcogriega, y proteger de la dominación de una comunidad por otra, cabe
deducir que los garantes se proponían proporcionar garantías efectivas en caso de
incumplimiento del Tratado. Una garantía efectiva no podía ser otra cosa que la in-
tervención militar, ya que no podía esperarse que la unión de Chipre con otro Esta-
do, es decir Grecia, pudiera evitarse efectivamente por medios diplomáticos o de
intercesión, a lo que en cualquier caso puede recurrir cualquier Estado sin la sanción
de un tratado internacional. Además, no sería en realidad necesario concertar un
tratado de garantía sólo para permitir a una potencia garante interceder mediante re-
presentación diplomática.

Uno de los principios del derecho internacional es que los tratados sólo se
pueden modificar en caso de que las partes interesadas den su consentimiento. Hay
que señalar asimismo que el derecho de intervención que las Potencias garantes se
reservaban con arreglo al Tratado de Garantía no era un derecho que emanara de una
República de Chipre ya independiente en favor de terceros Estados. Se utilizó deli-
beradamente el verbo �reservar� porque los signatarios, que hacía tiempo habían si-
do reconocidos como partes interesadas en el contencioso de Chipre, ya tenían dere-
chos vinculados al futuro de la República de Chipre. El Tratado de Lausana de 1923
había establecido un equilibrio de poder político y militar en la zona y la unión de
Chipre con Grecia vendría a alterar ese equilibrio de poder.

Chipre aceptó ser un Estado independiente supeditado a la situación creada por
los Acuerdos de 1960. Los términos del Tratado de Garantía prohibían la unión de
la República con cualquier otro Estado y la obligaban a mantener su independencia
asociada y la situación creada por los Acuerdos. Por consiguiente, el Tratado no su-
ponía la suspensión de una independencia plena ya existente, sino la garantía de una
independencia que vino dada y especificada por acuerdos internacionales, co-
mo fórmula de transacción entre las aspiraciones opuestas de las dos comunidades
nacionales.

El derecho internacional presupone la validez de los acuerdos internacionales a
menos que sean modificados o derogados por las partes o un tribunal competente los
declare inválidos. De hecho, el respeto de las promesas y los compromisos consa-
grados en los tratados internacionales constituye la base de la estabilidad en las rela-
ciones internacionales. En el caso de Chipre, los Acuerdos de 1960 otorgaron a am-
bas partes ciertos derechos y privilegios a cambio de que cada una de ellas hiciera
ciertas concesiones con respecto a sus posiciones iniciales. Así, Gran Bretaña se re-
servó para sí las bases soberanas y renunció a su soberanía sobre el resto de la isla
como colonia británica; Turquía y los turcochipriotas retiraron su demanda de parti-
ción en consideración a Grecia y los grecochipriotas renunciaron a la enosis, a la vez
que reconocieron los derechos de los turcochipriotas resultantes del nuevo statu quo,
así creado. La tentativa de los grecochipriotas de alterar ese statu quo a su favor me-
diante el recurso a la fuerza traía aparejada la enosis o, en su defecto, la revisión del
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statu quo a la luz de los acontecimientos. Cualquiera que fuera el resultado, la parte
grecochipriota no podía, de hecho o de derecho, sustituir la República asociada bi-
nacional de Chipre, que integraba a dos pueblos diferentes desde el punto de vista
cultural, lingüístico, religioso y étnico, por una república grecochipriota que preten-
día erigirse en sucesora legítima de esa república asociada.

La intervención turca de 1974 no se puede evaluar aisladamente, sin tener en
cuenta la historia reciente de Chipre, la sucesión de acontecimientos que comenzó
ya en agosto de 1960, cuando se firmaron los Acuerdos, con la determinación greco-
chipriota de destruir el carácter asociativo de la República y convertirla en una re-
pública grecochipriota, así como los eventos conducentes al golpe de estado griego,
cuyos objetivos y efectos fueron enunciados por el Arzobispo Makarios ante el Con-
sejo de Seguridad de las Naciones Unidas, quien afirmó que el régimen militar grie-
go había violado de manera flagrante la independencia de Chipre y había impuesto
su dictadura a la isla, lo que equivalía a una invasión de la que habrían de lamentar-
se tanto griegos como turcos (Naciones Unidas, Documentos Oficiales del Consejo
de Seguridad, S/PV.1780). No debe olvidarse que el objetivo ultimo de la interven-
ción turca fue poner fin a la invasión de Grecia, proteger a los turcochipriotas de
ataques inminentes y contribuir a restablecer el statu quo en la isla.

Cabe mencionar asimismo que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos no
se ha pronunciado sobre la validez de los Tratados ni sobre la legalidad de la inter-
vención turca de 1974. Los órganos judiciales del Consejo de Europa se han abste-
nido de tomar una decisión sobre esas cuestiones, aun cuando hayan extraído algu-
nas conclusiones superficiales, no sustentadas por hechos, de la �presencia militar�
turca en la parte septentrional de Chipre a efectos de la �responsabilidad� prevista
en la Convención.

La alegación formulada por el representante grecochipriota en el sentido de
que la República Turca de Chipre Septentrional �carece de territorio�, demuestra
que los grecochipriotas están obsesionados con los mitos y no ven la realidad. Si así
fuera, no habría habido necesidad de hablar de �territorio� o de �ajustes territoria-
les� en las conversaciones que ambas partes vienen celebrando desde hace largo
tiempo. Además, no se habría hecho referencia a esos términos a lo largo de los años
en diversos documentos pertinentes de las Naciones Unidas. Nadie puede negar la
existencia de dos autoridades estatales de carácter independiente y exclusivo en
Chipre, una en la parte septentrional y otra en la parte meridional de la isla, como
también se reconoció en la Declaración de Ginebra de los Ministros de Relaciones
Exteriores de las tres Potencias garantes, de 30 de julio de 1974 (HMSO, Misc.
No. 30 (1974), Command Paper 5712). Por otra parte, ya en una fecha tan temprana
como 1977, las propias partes confirmaron la existencia de dos territorios separados
en la isla, al hacer alusión al �territorio bajo la administración de cada comunidad�
en las directrices Denktas-Makarios de 1977. En lugar de seguir obcecada con los
mitos, la parte grecochipriota ha de aceptar la realidad existente en la isla y dejar de
negar la existencia de los turcochipriotas alegando que esta comunidad vive en un
�vacío�. El pueblo turcochipriota disfruta de un sistema plenamente democrático
con un Estado independiente dotado de instituciones políticas y jurídicas.

No es sorprendente que el representante grecochipriota, cuya administra-
ción prefiere prolongar el problema humanitario de las personas desaparecidas y ex-
plotar cruelmente la agonía de su propio pueblo, haga mención de la tergiversadora
entrevista concedida por el Presidente Rauf R. Denktas a la cadena de televisión
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grecochipriota Sigma el 1º de marzo de 1996, en la que reiteró un hecho sobrada-
mente conocido y reconocido por reputadas terceras partes, a saber, que se debe dar
por muertas a todas las �personas desaparecidas� en Chipre, de ambos bandos. En
este contexto, merece la pena observar que el Sr. Gustave Feissel, Representante Es-
pecial Adjunto del Secretario General de las Naciones Unidas en Chipre, hizo una
declaración el 5 de marzo de 1996 en la que corroboraba este hecho y afirmaba que
�nadie ha proporcionado nunca al Comité sobre Personas Desaparecidas de las Na-
ciones Unidas información o prueba alguna que pareciera indicar que había personas
todavía en vida�.

Le agradecería sobremanera tuviera a bien distribuir el texto de la presente
carta como documento de la Asamblea General, en relación con el tema 64 del pro-
grama, y del Consejo de Seguridad.

(Firmado) Aytuğ Plümer
Representante de la República Turca de Chipre Septentrional


